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LAS PROTESTAS

SIN LICENCIA

LA COLUMNA DEL DIRECTOR

En su debida dimensión

Desintoxicar

Elijamos nuestras 
prioridades

S achi Fujimori ha presen-
tado un recurso de hábeas 
corpus en favor de su her-
mana Keiko, quien cum-
ple prisión preventiva por 

la imputación del delito de lavado de 
activos, entre otros.

El recurso no tiene sentido y, al 
contrario, desfavorece a la investiga-
da. La desfavorece porque el recurso 
pretende saltar el orden de los proce-
sos en su contra.

El hábeas corpus se refi ere a la re-
solución de la Segunda Sala Penal de 
Apelaciones Nacional, que negó la 
apelación de la defensa. En curso está 
un proceso de casación, que tendrá que resolver 
la Corte Suprema.

En el proceso de casación se han producido 
dos inhibiciones de magistrados. Ello ha reduci-
do las expectativas de la investigada de recupe-
rar su libertad en determinado tiempo.

Un magistrado debe inhibirse si hay la más 
mínima sospecha sobre la transparencia de sus 
decisiones. Los magistrados, al inhibirse ad 
portas de una audiencia, retrasan el proceso y 
erosionan el derecho de defensa y el derecho a 
la pluralidad de instancias.

Si se produjeran nuevas revelaciones que 
causaran nuevas inhibiciones, podría pen-
sarse, incluso, en un agravio constitucional. 
Podría pensarse que son estratagemas para 
impedir el derecho de defensa y el derecho a 
la libertad.

El juez de primera instancia Richard Con-
cepción Carhuancho determinó privación de la 
libertad. La sala de segunda instancia enmendó 

C ada dos minutos, aproximada-
mente, nace un peruano con ane-
mia. En estricto, nace un peruano 
cada minuto y 10 segundos, pero 
como en nuestro país el 43% de 

niños entre los 6 y 36 meses padece de anemia, 
este no sería un cálculo exagerado. 

Es una tragedia, sin dudas. El hierro es uno de 
los componentes más importantes en el desarro-
llo del cerebro y, por lo tanto, la ausencia de este 
tiene efectos directos a nivel cognitivo y motriz. 
En simple, repercute negativamente en la veloci-
dad de procesamiento, aprendizaje y memoria, 
así como en la interacción social y la coordinación 
motora. Como para empeorar el panorama, dis-
tintos estudios demuestran que dichas altera-
ciones persisten a pesar de una compensación 
posterior de hierro, con lo cual no solo afecta el 
desarrollo educativo del niño sino también la vi-
da social y laboral del adulto. 

Ese niño anémico se enfrenta rápidamente a 
un sistema de salud y educación paupérrimo: en 
el último reporte de acceso y calidad de la aten-
ción médica (HAQ Index, 2016) aparecemos 
en el puesto 94 de 195 países, situándonos en el 
último cuartil en 12 de las 32 causas de muerte 
estudiadas. Nuestro sistema educativo, como 
ya sabemos, es de los peores del mundo: en el re-
porte del Foro Económico Mundial, publicado 
en el 2017, aparecemos en el puesto 129 sobre 
137 países estudiados en calidad de la educación 
primaria y en el puesto 124 en calidad del siste-
ma educativo. Dato importante: ninguno de los 8 
países con peor calidad de la educación primaria 
supera al Perú en ingresos por persona. 

Para hacerle la vida aun más difícil, ese peruano 
anémico, tratado en uno de los peores sistemas de 
salud y educación del mundo, sale a buscarse un lu-
gar en un mercado laboral sobrerregulado (puesto 
64 en efi ciencia del mercado laboral, puesto 129 

en prácticas de con-
tratación y despido), 
a convivir en un ma-
rasmo institucional 
(puesto 116 en marco 
institucional), donde 
la infraestructura es 
de calidad subsaha-

riana (puesto 111 en infraestructura general) y con 
un ecosistema tecnológico y de innovación (puesto 
113) inconsistente con el mundo actual.

En resumen, cada dos minutos nace un perua-
no al que el Estado le ha limitado la calidad de vida 
desde su gestación. Frente a esta realidad (injusti-
fi cable para un país de ingresos medio-altos según 
el Banco Mundial), podemos llenar una biblioteca 
de justifi caciones, lamentos y acusaciones, o bien 
podemos mirar hacia el futuro y tomar acciones 
correctivas, de tal manera que el peruano del fu-
turo disfrute de una vida plena. 

Para empezar, es indudable que dichas falen-
cias requieren de recursos para ser resueltas. Casi 
cualquier solución imaginable (como, por ejem-
plo, la mejora de la atención de salud materna y 
la educación primaria) involucra un incremento 
del gasto público y, por supuesto, un uso honesto 
y efi ciente del mismo. 

Un incremento sostenible del presupuesto, 
por otro lado, requiere de inversión privada, lo 
que señala la necesidad de mejorar el ambiente 
de negocios. Esto no es un clamor ideológico, ni 
un postulado teórico aún por validarse, es la cons-
tatación de casi 200 años de pruebas y errores, 
indiscutible hoy entre los países desarrollados: 
es perfectamente compatible una agenda de cre-
cimiento y desarrollo, con una de mejoras en la 
infraestructura social y física. 

¿No debería ser esto prioritario en el debate na-
cional? ¿Hasta cuándo seguiremos minimizando 
el costo de las absurdas pugnas políticas para ese 
peruano que nació con anemia mientras leímos 
esta nota?

C omo se esperaba, los 
opositores al proyecto 
minero Tía María con-
vocaron una “huelga 
indefi nida” a iniciarse 

mañana 15 de julio en la provincia 
de Islay, Arequipa. La protesta no es 
una sorpresa, había sido anuncia-
da en reiteradas oportunidades. En 
una democracia, la ciudadanía se ex-
presa a través de las elecciones, pero 
también de las encuestas, la prensa, 
las redes sociales y la protesta en la 
calle. Es un derecho legítimo. De lo 
que se trata es de tomar cada cosa en 
su debida dimensión.

Sin duda, las elecciones son la expresión más 
importante de la voluntad ciudadana porque 
permiten asignar el poder. Los ganadores, sin 
embargo, no son siempre muy representativos. 
En las elecciones para gobernador de Arequipa, 
por ejemplo, Elmer Cáceres Llica obtuvo en la 
primera vuelta 132 mil votos de 918 mil votan-
tes, es decir, apenas 14,4% de votos emitidos. 
Luego, en la segunda vuelta, derrotó a su rival 
39,9% a 29,4%, pero 30,7% votó nulo o en blan-
co. Es decir, la mayoría no votó por él. La mayor 
limitación de las elecciones, sin embargo, es que 
se efectúan cada cierto número de años y, entre 
tanto, la ciudadanía puede cambiar de opinión. 

Las encuestas intentan suplir ese espacio con 
mediciones más frecuentes a muestras repre-
sentativas. Permiten saber, por ejemplo, que la 
aprobación a la gestión del gobernador Cáceres 
es hoy de menos de 20%, que más del 50% de 
la población de Islay apoya el proyecto Tía Ma-
ría y que quienes se oponen lo hacen porque 
no creen que la mina usará solo agua del mar y 
piensan que usará agua del río Tambo.  

La mayor limitación de las encuestas es que 
muchas personas opinan sin estar debidamente 
informadas. La prensa y las redes sociales inten-
tan suplir esa falta de información con noticias 
y análisis. La primera procurando ser objetiva, 
la segunda con desmesurada subjetividad. Una 
limitación de la prensa es que la mala noticia 
atrae más televidentes y lectores, por lo que con 
frecuencia cae en la tentación de exagerar. Por 
ejemplo, cualquier reportero sabe que es más 
probable que su nota salga al aire si declara que 
hubo miles de manifestantes que si señala que 
hubo solo cientos. La situación es mucho más 
grave en las redes sociales donde abundan las 
‘fake news’ y los troles, lo que genera la falsa 
sensación de una corriente de opinión a favor 
de una determinada causa. 

Las protestas en la calle tienen una épica 
que las hace muy atractivas. El gran paro na-
cional del 19 de julio de 1977, por ejemplo, 
fue el principio del fi n del gobierno militar de 
entonces. Tres meses después este convoca-

muchos fundamentos del juez Con-
cepción. Aceptó, sin embargo, aque-
llos sobre obstrucción a la justicia por 
parte de Keiko Fujimori.

Fujimori habría pagado a testigos 
para que alteren sus declaraciones 
sobre aportes falsos a su partido. La 
compra de testigos es grave y por su-
puesto amerita prisión preventiva. La 
autoría de este delito, sin embargo, 
no está probada e incluso su calidad 
indiciaria es débil, muy débil.

Hay un testigo que señala a Fuji-
mori como responsable de la entrega 
de dinero e instrucción para compra 
de testigos. Ese testimonio no ha sido 

corroborado. La sala consideró que basta la “re-
gla de la experiencia” y la “doctrina autorizada” 
para “corroborar” el dicho.

Esto es insostenible. La sala cree que el testi-
monio se “corrobora” con una “regla de expe-
riencia”. Esta “regla” dice que “es plausible (la 
autoría de K.F.) en la medida que estos actos 
[fraudulentos] se realizaron en favor del par-
tido Fuerza Popular”.

La sala dijo que muchos de los actos de obs-
trucción a la justicia “tienen evidencia corro-
borativa en alto grado de probabilidad por 
tanto confi guran un nivel de obstrucción con-
creto y no especulativo…” (fundamento 92 de 
la resolución).

“Probabilidad” es lo contrario de “concre-
to”. La “evidencia corroborativa” se refi ere al 
pago a testigos, no a la responsabilidad de la 
investigada. Del hecho “fueron sobornados” 
no se puede saltar a “Fujimori les pagó”, sin 
prueba concreta.

ba una Asamblea Constituyente. 
Curiosamente, con el retorno a la 
democracia, las huelgas alcanza-
ron su máximo esplendor. En 1981 
hubo 871 huelgas con la participa-
ción de 856 mil trabajadores. Con 
el tiempo, las relaciones laborales 
cambiaron y las huelgas perdie-
ron relevancia. En el 2018 hubo 
apenas 54 huelgas en el sector pri-
vado en las que participaron 22 
mil trabajadores. Solo en el Estado 
aparecen ocasionalmente huelgas 
importantes, como la magisterial 
del 2017.

En las últimas dos décadas, en 
cambio, se han incrementado las marchas por 
motivos cívicos, como las protestas contra la 
corrupción y la violencia contra la mujer, y por 
confl ictos socioambientales. Las marchas pue-
den atraer atención por la creatividad de sus le-
mas y pancartas, pero también por su violencia. 
Lamentablemente, las mal llamadas “huelgas 
indefinidas” no son simples convocatorias a 
abstenerse voluntariamente de trabajar. La 
población es conminada a dejar de hacerlo, a 
veces por el bloqueo de un camino y otras por 
amenazas no tan veladas.

El problema se complica porque estas pro-
testas son frecuentemente capitalizadas 
por activistas políticos 
de extrema izquierda. 
Si la policía intenta des-
pejar la vía será atacada 
a pedradas. Y si inten-
ta restablecer el orden 
público será acusada 
de estar “criminali-
zando la protesta”. Si 
por desgracia alguien 
muere, los extremistas 
habrán logrado su co-
metido.

El éxito de una 
protesta no debe 
medirse por la vio-
lencia de sus pro-
motores, sino por el 
grado de participa-
ción de la ciudada-
nía. En la provincia 
de Islay, por ejemplo, 
el padrón electoral 
registra 44 mil ciuda-
danos. Si bien no hay 
una regla precisa de 
qué grado de partici-
pación es significativo 
en una protesta, está cla-
ro que si participan más 
de 10 mil personas en una 

“Lo que no se puede hacer es 
paralizarse por temor a una 

minoría, por más violenta 
que esta sea”.

“Cada dos 
minutos, 

aproximadamente, 
nace un peruano 

con anemia”.
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La autoría de los hechos imputados es 
pura especulación. Esta se basa en un testi-
monio que dice “(Fujimori) es la que tomaba 
decisiones a todo nivel”. Como una testigo 
dice esto, se concluye que Fujimori realizó 
el pago. Y a esto llaman “evidencia corro-
borativa”.

Quizá Keiko Fujimori hizo eso, pero eso 
debe corroborarse. La prisión preventiva no 
puede basarse en algo así: “Como ella man-
daba todo, ella debió mandar esto también”. 

La defensa tiene, por tanto, expectativas 
razonables sobre la casación. Esta debió pro-
ceder con las demoras usuales de nuestro sis-
tema judicial. Si el proceso se intoxica desde 
fuera, sin embargo, cabe dudar de la legiti-
midad de la administración de la justicia.

Si el proceso se altera por demoras que no 
le son naturales, se abre la puerta al recurso 
de una garantía constitucional. Buscar ese 
recurso sin agotar las instancias regulares 
desvirtúa la defensa y crea desconfi anza so-
bre la legitimidad del reclamo.

Mayor inconveniente presenta el anuncio 
de la bancada fujimorista de recurrir (políti-
camente) a instancias internacionales. Una 
decisión judicial mal fundamentada tiene 
que resolverse en el propio sistema de justi-
cia. Corresponde la casación y antes de eso, 
no cabe ningún recurso para evadir el curso 
regular del proceso.

La bancada fujimorista hace lo que se de-
be evitar: intoxicar políticamente el proceso. 
Si hay una decisión judicial mal fundamen-
tada, debe corregirse. Cualquier otra cosa es 
manotazo de ahogado y agrega un aura de 
ilegitimidad del reclamo.
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marcha en esa provincia la protesta merece 
más atención que si marchan menos de 3 mil.

No se trata de ignorar una protesta por-
que participan en ella solo mil o dos mil ciu-
dadanos. En las democracias la protesta se 
respeta. Los que reclaman pacíficamente 
merecen ser escuchados. De lo que se trata es 
de poner las cosas en su debida proporción. 
Si la protesta se explica por una profunda 
desconfi anza, hay que extremar los esfuer-
zos por generar esa confi anza. Lo que no se 
puede hacer es paralizarse por temor a una 
minoría, por más violenta que esta sea. 

*El  autor es presidente ejecutivo de Ipsos 
Perú. La fi rma ha realizado estudios para 
Southern. Las opiniones expresadas en el 
artículo son estrictamente personales.


